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A C U E R D O


En la ciudad de La Plata, a 8 de noviembre de 2006, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Roncoroni, Soria, Pettigiani, Kogan, Genoud, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa L. 86.290, "González, Víctor Hugo contra Establecimientos Cima S.R.L. y otros. Despido".

A N T E C E D E N T E S


El Tribunal del Trabajo nº 2 de Quilmes acogió parcialmente la demanda promovida, imponiendo las costas del modo que especifica.


La parte actora dedujo recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley.


Dictada la providencia de autos y hallándose la causa en estado de pronunciar sentencia, la Suprema Corte decidió plantear y votar la siguiente

C U E S T I O N


¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley?

V O T A C I O N


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Roncoroni dijo:


I. En lo que interesa para la solución de la presente litis, el tribunal del trabajo interviniente rechazó la demanda deducida por Víctor Hugo González contra "Establecimientos Cima S.R.L.", "Techint S.A." y "Sidercolor S.A.", en cuanto reclamaba el cobro de las indemnizaciones establecidas en los arts. 52 de la ley 23.551 y 19 de la ley 22.250.


En lo que respecta al primero de los rubros reclamados ‑indemnización por violación de la estabilidad sindical‑ el sentenciante desestimó su procedencia por entender que el vínculo laboral que vinculara al actor con la codemandada "Establecimientos Cima S.R.L." se había extinguido el día 30-VI-1997, con motivo de la finalización de la obra de construcción para cuya ejecución aquél había sido contratado. En consecuencia, consideró que la situación del accionante quedaba encuadrada en el marco del art. 51 de la ley 23.551, que prescribe que la estabilidad gremial no puede ser invocada en los casos de cesación de actividades del establecimiento (ver sent. fs. 312 y vta.).


A su vez, dispuso el a quo el rechazo de la indemnización establecida en el art. 19 de la ley 22.250, en la inteligencia de que González no logró acreditar haber percibido, en concepto de remuneración, una suma superior a la consignada en los recibos de haberes, no pudiendo tampoco demostrar haber intimado fehacientemente a la empleadora el pago de los salarios supuestamente impagos, incumpliendo de esa manera con la carga establecida en la norma citada para que el rubro en cuestión deviniera procedente (ver sent. fs. 311 vta./312).


Finalmente, resolvió el tribunal que no cabía extender la responsabilidad solidariamente a las codemandadas "Techint S.A." y "Sidercolor S.A.", toda vez que ambas se encontraban inscriptas en el Instituto de Estadísticas y Registro de la Industria de la Construcción, tal como lo establece el art. 32 de la ley 22.250, norma que, en su redacción vigente al momento de la extinción del contrato, establecía disposiciones específicas en materia de solidaridad que excluían la aplicación del art. 30 de la Ley de Contrato de Trabajo (sent. fs. 313 y vta.).


II. Contra dicho decisorio se alza la parte actora mediante recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley en el que denuncia absurdo en la valoración de la prueba y violación de los arts. 26, 29, 44 inc. "d", 47, 55 y 63 de la ley 11.653; 34 inc. 4º, 36 inc. 2º, 163 incs. 3º, 4º, 5º y 6º, 330, 354 incs. 1º, 2º y 3º, 358, 362, 375, 457 y 474 del Código Procesal en lo Civil y Comercial; 9, 29, 30, 136, 242 y 243 de la Ley de Contrato de Trabajo; 50, 51 y 52 de la ley 23.551; 19, 32 y 35 de la ley 22.250; 11, 15 y 39 incs. 2º y 3º de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires; 14, 14 bis, 16, 17, 18 y 28 de la Constitución nacional y de la doctrina legal que cita (fs. 322/413).


Plantea los siguientes agravios:


1. El a quo ha valorado absurdamente las pruebas incorporadas a la causa y las constancias del expediente, toda vez que arribó a la conclusión de que el contrato de trabajo que vinculaba al actor con "Establecimientos Cima S.R.L." se extinguió el día 30-VI-1997 cuando finalizó la obra para la cual aquél había sido contratado, basándose en afirmaciones del perito contador que fueron elaboradas sin respaldo en documentación alguna y soslayando que, en realidad, con la prueba documental quedó demostrado que el vínculo finalizó por el despido indirecto en que se colocó González el día 8-VII-1997 ante la negativa de tareas en que incurrió el empleador.


2. El fallo atacado ha violado el art. 243 de la Ley de Contrato de Trabajo y su doctrina legal, pues la demandada no cumplió con la carga de comunicar por escrito la ruptura del contrato de trabajo, con expresión suficiente clara de los motivos en que se fundaba. Por tal razón ‑añade‑ el contrato recién quedó extinguido cuando el actor se consideró despedido, resultando errónea la conclusión del a quo relativa a que el mismo se extinguió por justa causa, lo que demuestra que el decisorio ha vulnerado la invariabilidad de la causa de despido establecida en la norma referida.


3. El juzgador ha interpretado absurda y arbitrariamente la prueba documental y los escritos constitutivos del proceso, toda vez que desestimó la procedencia de la indemnización prevista en el art. 19 de la ley 22.250 en virtud de que el accionante no cumplió con la carga de efectuar la intimación correspondiente, soslayando así que mediante la carta documento por la cual se consideró despedido, el actor intimó a que se le abonasen todas las indemnizaciones derivadas del distracto laboral.


4. El fallo recurrido también conculca los arts. 29 y 30 de la Ley de Contrato de Trabajo y 32 de la ley 22.250, desde que el tribunal rechazó la demanda contra las coaccionadas "Techint S.A." y "Sidercolor S.A." por entender que el régimen de solidaridad establecido en el primero de los cuerpos normativos señalados, no resultaba de aplicación al estatuto profesional de los trabajadores de la industria de la construcción. Ello así pues, contrariamente a lo afirmado por el a quo, el art. 32 del referido estatuto establece la responsabilidad solidaria del contratista ante la sola omisión de inscripción en el registro correspondiente, mas no descarta la aplicación de las normas de la Ley de Contrato de Trabajo, lo que ha sido expresamente receptado en el art. 30 de dicho cuerpo legal a partir de la reforma establecida por la ley 25.013.


5. Finalmente, plantea la inconstitucionalidad del art. 278 del Código Procesal en lo Civil y Comercial en cuanto impone que el recurso extraordinario de inaplicabilidad sólo procederá cuando el valor del litigio exceda el monto allí establecido, señalando que atenta contra los arts. 18 y 31 de la Constitución nacional, puesto que impide que las causas en las cuales el valor del litigio fuera inferior a dicho límite sean revisadas por el Superior Tribunal provincial.


III. El recurso, en mi opinión, no debe prosperar.


1. Invirtiendo el orden de los agravios por razones metodológicas, he de señalar en primer lugar que no acierta el quejoso en cuanto denuncia violación del art. 243 de la Ley de Contrato de Trabajo y su doctrina legal, desde que ‑como lo ha resuelto esta Corte‑ estando comprendido el trabajador en la normativa de la ley 22.250, que establece un régimen de desvinculación que le es propio y reemplaza al previsto en la Ley de Contrato de Trabajo (art. 15, último párrafo ley 22.250), el art. 243 de este cuerpo normativo no es de aplicación, como tampoco lo es la doctrina legal elaborada a su respecto (conf. causa L. 47.335, sent. del 20‑XI‑1991; publicada en "Acuerdos y Sentencias", t. 1991‑IV, pág. 224).


En consecuencia, no resultan atendibles los argumentos vinculados a la falta de comunicación por escrito de la ruptura del contrato y la denunciada variación de la causa de despido.


2. Tampoco asiste razón al recurrente en cuanto cuestiona por absurda la conclusión del a quo relativa a las circunstancias fácticas en el marco de las cuales se extinguió el contrato de trabajo y el consecuente rechazo de la indemnización por violación de estabilidad sindical. 


a. En efecto, el tribunal consideró acreditadas, con sustento en la pericia contable, las siguientes circunstancias:


(i) Que la baja del actor se produjo el día 30-VI-1997 en forma conjunta con el resto de los dependientes de la empresa.


(ii) Que dicha circunstancia coincidió con la finalización de la obra a la cual González estaba afectado.


(iii) Que la obra en cuestión fue entregada por el empleador a la codemandada "Techint S.A." el día 8-VII-1997 (vered. fs. 304 vta.).


En virtud de ello, concluyó el tribunal que el vínculo laboral se extinguió el día 30-VI-1997 por la finalización de la obra de construcción para cuya ejecución González había sido contratado, razón por la cual, por aplicación de lo establecido en el art. 51 de la ley 23.551, resolvió rechazar la procedencia de la indemnización establecida en el art. 52 del mismo cuerpo legal. 


b. Ha declarado esta Corte que interpretar el alcance de la locución "cierre del establecimiento" para analizar si se configura o no la situación prevista por el art. 51 de la ley 23.551 es facultad privativa de los tribunales del trabajo, salvo la demostración de absurdo (conf causas L. 61.890, sent. del 21‑X‑1997; L. 79.675, sent. del 29‑XII‑2003).


c. Si bien es cierto que el quejoso ataca ese aspecto del decisorio, no lo es menos que los argumentos que formula para sustentar su posición son absolutamente ineficaces para demostrar el absurdo que invoca.


Ello así, porque las referidas afirmaciones del sentenciante hallan un respaldo contundente en las conclusiones establecidas en la pericia contable (fs. 245/247), que el tribunal hizo suyas por no encontrar motivo alguno para apartarse de las mismas, toda vez que el informe pericial no había recibido objeciones por parte de los litigantes (vered., fs. 304 vta.). Además ‑contrariamente a lo que sostiene el quejoso‑ del simple análisis de dicho elemento probatorio se desprende que todas las conclusiones a las cuales arribó el perito fueron elaboradas en base a las constancias de la documentación laboral y contable de la codemandada "Establecimientos Cima S.R.L.", que el propio experto juzgó llevada en legal forma, lo que demuestra que la valoración que el juzgador efectuara de la pericial contable no puede ser catalogada como absurda.


Cabe agregar a ello que en nada obsta a lo expuesto la circunstancia de que el tribunal hubiera tenido por acreditada la autenticidad y recepción de la carta documento mediante la cual el trabajador se consideró despedido, toda vez que la misma fue fechada el día 8-VII-1997, es decir que fue enviada por el actor una vez que el contrato ‑según la conclusión más arriba expuesta‑ ya se había extinguido, y sabido es que las comunicaciones cursadas por las partes con posterioridad al distracto carecen de eficacia alguna para modificar la suerte de una relación contractual ya fenecida.


En definitiva, el agravio no ha de tener favorable acogida, pues el vicio de absurdo se configura con el desvío palmario y notorio de las leyes de la lógica o el razonamiento viciado de tal modo que lleve a conclusiones contradictorias o incongruentes con las constancias de la causa, no configurándose con la mera exhibición de un criterio discordante por parte del recurrente (conf. causa Ac. 36.708, sent. del 11‑XI‑1986).


d. En consecuencia, debiendo permanecer firme la valoración de los hechos y las pruebas efectuada por el sentenciante, también ha de mantenerse inconmovible su decisión de rechazar la procedencia de la indemnización establecida en el art. 52 de la ley 23.551, toda vez que ‑como acertadamente lo receptó el juzgador‑ tiene dicho esta Corte que, acreditado que la extinción de la relación laboral de los trabajadores se produjo por finalización de la obra para cuya ejecución habían sido contratados en los términos de la ley 22.250, éstos carecen ‑por imperio del art. 51 de la ley 23.551‑ de acción para reclamar el cobro de la indemnización por violación de la garantía de estabilidad sindical (conf. causas L. 47.335, sent. del 20‑XI‑1991; L. 88.085, sent. del 10‑XI‑2004).


3. No habrá de correr mejor suerte el agravio referido al rechazo de la indemnización establecida en el art. 19 de la ley 22.250.


a. Prescribe la norma citada, en su parte pertinente: "Si el empleador se atrasase en el pago de los haberes o los hiciere efectivos en cantidad insuficiente, el trabajador tendrá derecho a reclamar, además de las remuneraciones o diferencia debidas, una reparación equivalente al doble de la suma que, según el caso, resultare adeudársele, siempre que mediante intimación fehaciente formulada dentro de los 10 días hábiles contados a partir del momento en que legalmente deba efectuarse el pago de las remuneraciones correspondientes al período a que se refiera la reglamentación...".

De ello se desprende que, para que resulte procedente el rubro en cuestión, es necesario que se cumplan dos condiciones sustanciales: (i) la existencia de la deuda salarial y (ii) que el trabajador afectado efectué, dentro del plazo legalmente establecido, la intimación fehaciente de pago.


b. En la especie, no se ha verificado el cumplimiento de ninguna de dichas condiciones.


En primer lugar, cabe señalar que el accionante, si bien denunció que se le abonaba una remuneración superior a la que se consignaba en los recibos de haberes, ni siquiera reclamó el pago de salarios adeudados o diferencias salariales (ver liquidación practicada en la demanda, fs. 43). Para más, el tribunal tuvo por acreditado ‑en conclusión no atacada por el recurrente‑ que no se probó la existencia de deuda salarial alguna (vered., fs. 305). 


Aun cuando lo expuesto es suficiente para sellar la suerte adversa del agravio, cabe agregar ‑a mayor abundamiento‑ que tampoco se demostró que el accionante hubiese cursado la intimación para que se le abonasen las remuneraciones supuestamente adeudadas, intimación que de ningún modo puede entenderse suplida ‑en el caso, como parece pretender el recurrente‑ por aquella otra que el actor dirigiera con el fin de que se le abonasen las indemnizaciones derivadas del distracto (ver carta documento obrante a fs. 185). Resulta a todas luces evidente que dicha intimación no satisface las exigencias requeridas en el art. 19 de la ley 22.250 para la operatividad de la sanción indemnizatoria allí establecida, pues de la simple lectura de la misma surge que el accionante no ha formulado ningún reclamo de contenido salarial.


c. Finalmente, resulta igualmente desacertado el argumento del impugnante en cuanto sostiene que procede el rubro reclamado en virtud de que la demandada no abonó el período de remuneraciones en base al cual se calcula la indemnización por violación de estabilidad gremial, no sólo porque ‑según lo expuesto en el apartado anterior‑ su procedencia fue acertadamente rechazada por el tribunal, sino también, porque ‑como ya lo ha resuelto esta Corte‑ el art. 19 de la ley 22.250 tiene como presupuesto el atraso o insuficiencia en el pago de haberes, no resultando de aplicación en el supuesto de indemnización por estabilidad gremial (conf. causa L. 43.033, sent. del 19‑IX‑1989).


4. También ha de permanecer firme el rechazo de la pretensión de que se condenara solidariamente a las codemandadas "Techint S.A." y "Sidercolor S.A.".


En relación a este aspecto del pronunciamiento, cabe señalar que el tribunal ingresó indebidamente a abordar la cuestión de la solicitada responsabilidad solidaria de las codemandadas. Ello así, pues el juzgador desestimó en su totalidad los rubros patrimoniales reclamados en la demanda, razón por la cual, no existía responsabilidad alguna susceptible de ser extendida a las referidas legitimadas pasivas, habiendo devenido abstracto el planteo al momento en que el a quo lo abordara (ver sent. fs. 313 y ss.).


En consecuencia, debiendo confirmarse la improcedencia de dichos rubros, no corresponde pronunciarse sobre la cuestión, que resulta abstracta y, en tanto tal, insusceptible de ser tratada por este órgano jurisdiccional.


5. Por último, tampoco corresponde abordar el planteo de inconstitucionalidad del art. 278 del Código Procesal Civil y Comercial impetrado en el escrito recursivo (fs. 409 vta./412), porque el recurrente carece de interés a su respecto, toda vez que el monto de lo cuestionado ante esta instancia extraordinaria ‑constituido en el caso, por las sumas reclamadas en concepto de las indemnizaciones establecidas en los arts. 52 de la ley 23.551 y 19 de la ley 22.250‑ es superior al límite monetario establecido en la disposición procesal referida. En consecuencia, la petición resulta igualmente abstracta y no debe ser tratada por esta Corte.


IV. En virtud de lo expuesto, corresponde rechazar el recurso incoado y confirmar la sentencia impugnada en cuanto fuera materia de agravio, con costas (art. 289 del C.P.C.C.).


Voto por la negativa.


Los señores jueces doctores Soria, Pettigiani, Kogan y Genoud, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Roncoroni, votaron también por la negativa.


Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A

Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, se rechaza el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley deducido; con costas (art. 289, C.P.C.C.).


Notifíquese y devuélvase.
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